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Honorable Cámara de Diputados
Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE LEY
LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS Y CAMARA DE SENADORES DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE LEY


Artículo 1: Modifíquese el art. ARTICULO 404.- (Texto según Ley 14296) el cual quedará redactado de la siguiente manera: 
Procedencia. En los casos que la ley permita suspender el proceso, a requerimiento de parte y desde la declaración del artículo 308 de este Código, el órgano jurisdiccional competente convocará a las partes a una audiencia.
El acuerdo entre Fiscal y Defensor será vinculante para el Juez o Tribunal, salvo ilegalidad o irracionalidad de las obligaciones impuestas. La resolución deberá ser inmediatamente comunicada a la Secretaría de Control del Juzgado de Ejecución.
En los casos de violencia de género, no procederá este instituto.  
En los casos en que se formule la petición ante un órgano colegiado, actuará un (1) solo Juez, quien podrá sustanciarlo y resolverlo.
Las partes sólo podrán acordar este trámite hasta treinta (30) días antes de la fecha fijada para la audiencia del debate oral.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.



FUNDAMENTOS 
Esta reforma tiende a garantizar la aplicación correcta del instituto de la suspensión de juicio a prueba en concordancia con la normativa internacional y el analisis efectuado por la Corte Suprema de Jusiticia de la Nación en el conocido fallo Gongora.  
La Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la   violencia   contra   la   mujer   (Convención   de   Belém   de   Pará), ratificada   por   nuestro   país   mediante   la   ley   24.632,   que   en   su artículo   1°   dispone   que   “Para   los   efectos   de   esta   Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta,   basada   en   su   género,   que   cause   muerte,   daño   o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como privado”.-
Seguidamente   establece   como   deber   de   los   Estados parte el actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar   la   violencia   contra   la   mujer   (artículo   7,   inc.   b),   así como el establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia que incluyan, entre otros,   medidas   de   protección,   un   juicio   oportuno   y   el acceso efectivo a tales procedimientos (artículo 7, inc. f).
Al     efectuar     la     interpretación     de     la     mentada convención, la Corte Suprema ha sentado su posición al resolver que  “...la norma  en  cuestión  [Convención de  Belem  de  Pará] impone considerar que...la adopción de alternativas distintas a la   definición   del   caso   en   la   instancia   del   debate   oral   es improcedente.   Este   impedimento   surge,   en   primer   lugar,   de considerar   que   el   sentido   del   término   juicio   expresado   en   la cláusula en examen resulta congruente con el significado que en los   ordenamientos   procesales   se   otorga   a   la   etapa   final   del procedimiento   criminal...en   tanto   únicamente   de   allí   puede derivar   el   pronunciamiento   definitivo   sobre   la   culpabilidad   o inocencia   del   imputado,   es   decir,   verificarse   la   posibilidad   de sancionar esta clase de hechos exigida por la Convención...En segundo término, no debe tampoco obviarse que el desarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de posibilitar que la víctima   asuma   la   facultad   de   comparecer   para   efectivizar   el "acceso   efectivo"   al   proceso   (cfr.   también   el   inciso   "f"   del artículo 7 de la Convención) de la manera más amplia posible, en pos de hacer valer su pretensión sancionatoria. Cuestión esta última   que   no   integra,   en   ninguna   forma,   el   marco   legal sustantivo   y   procesal   que   regula   la   suspensión   del   proceso   a prueba. De lo hasta aquí expuesto resulta que prescindir...de la
sustanciación   del   debate   implicaría   contrariar   una   de las
obligaciones que asumió el Estado al aprobar la "Convención de Belem   do   Pará"   para   cumplir   con   los   deberes   de   prevenir, investigar y sancionar sucesos corno los aquí considerados...” (C.S.J.N.,   Causa   nro.   14.092,   “Góngora,   Gabriel   Arnaldo   s/recurso de hecho” del 23/4/13).-
Por ello, debe entenderse que la obligación asumida por nuestro país al   ratificar   la   convención   se   verá   cumplimentada   en   forma acabada   únicamente   con   la   celebración   de   un   juicio   oral   y público, que garantizará efectivamente a la víctima el acceso a un procedimiento legal, justo y eficaz. En base a ello, el rechazo a la concesión del beneficio de suspensión de juicio a prueba aparece como la única solución posible a fin de no contravenir la doctrina sentada   por   la   Corte   Suprema,   ni   el   espíritu   y   la   letra   de la Convención de Belem do Pará. 
Asimismo, consideramos que la solicitud de suspensión de juicio a prueba no armoniza con las obligaciones internacionales asumidas por el Estado y debemos de prohibir dicha conseción para los casos de violencia de género. 
En virtud de ello, consideramos que la solución correcta a la problemática, y armonica con el ordenamiento juridico vigente es la prohibición total de la concesión de la suspensión del juicio a prueba.  
Por todo lo expuesto es que solicitamos a los Señores Legisladores acompañen el presente proyecto de ley con su voto positivo
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